SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N°014
                                                    RADICACIÓN:   660012204000201800058-00



ACCIONANTE:    JONATAN ANDRÉS PRADA R.
NIEGA POR HECHO SUPERADO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia  – 1ª instancia – 16 de abril de 2018

Proceso:


Acción de Tutela –Petición – Redosificación de la pena - Hecho superado
Radicación Nro. :

660012204000201800058-00
Accionante: 

JONATAN ANDRÉS PRADA ROSERO GAVIRIA
Accionado:

Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.)
Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 


PETICIÓN / REDOSIFICACIÓN DE LA PENA / HECHO SUPERADO - En el presente caso, se aprecia que si bien es cierto, el actor por intermedio de su apoderada elevó dos peticiones al juzgado encargado de la vigilancia de su pena en el mes de febrero de 2018, las cuales a la fecha de interposición de la acción de tutela - abril 4 de 2018- no se le había comunicado lo pertinente, debe decir la Sala que ello, en principio seguramente ocurrió a raíz de la alta congestión que actualmente padecen los Juzgados de Ejecución de Penas de esta ciudad, lo cual es un hecho notorio, por quienes integramos la Rama Judicial de esta parte del país, más concretamente en la jurisdicción penal.

Así mismo, por cuanto al menos uno de los temas que fue objeto de solicitud por parte del accionante, esto es, la redosificación de la pena por favorabilidad, en aplicación de la Ley 1826/18 es novísimo y por ende requería el funcionario judicial tener un tiempo prudencial para analizar la situación y determinar si en efecto procedía o no tal pedimento.

No obstante esa presunta demora en la resolución de algunas de las solicitudes reclamadas por el señor JAP, lo que a la hora de ahora se sabe es que el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas ya atendió mediante auto de abril 10 de 2018 tal petición de redosificación, la cual concedió, a la vez que le otorgó la prisión domiciliaria, con lo cual se entiende como superadas las circunstancias que conllevaron al interno a acudir a la vía constitucional.

Surge de lo anterior, que al haberse procedido por parte del juzgado accionado a resolver las peticiones elevadas por el actor, mismas que incluso consultaron sus intereses -con la salvedad de la solicitud de acumulación jurídica-. ello conlleva a predicar que no existe el objeto o los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a este asunto, al haberse configurado la carencia actual del objeto por hecho superado, como así lo tiene sentado la jurisprudencia constitucional .

Ahora bien, pese a que el juzgado no se ha pronunciado con ocasión de la acumulación jurídica de penas, ello obedece a que la petición fue radicada por la apoderada del señor JAPR en marzo 28 de 2018 ante el Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas, habiéndose entregado la misma solo el día 12 de abril al Juzgado Segundo, como así lo informó a esta Corporación la Asistente Jurídica de esa célula judicial , lo que implica que hasta la fecha no es posible que el Juzgado haya proferido decisión en tal sentido, máxime que debe solicitar a su homólogo del Juzgado Cuarto el proceso del señor JAP para determinar si en efecto se cumplen las exigencias para proceder a la acumulación.
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Pereira, dieciséis (16) de abril de dos mil dieciocho (2018)

                                                                    Acta de Aprobación No. 320
                                                   Hora: 3:00 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor JONATAN ANDRÉS PRADA ROSERO contra el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), al considerar vulnerado su derecho fundamental de petición.     

2.- SOLICITUD 

El señor PRADA ROSERO señala que fue condenado a 63 meses de prisión por Hurto Calificado y su pena es vigilada por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), ante el cual su defensora solicitó desde febrero 5 de 2018 se le redosificara la pena conforme la Ley 1826/18, en febrero 22 pidió la prisión domiciliaria, y en marzo -sin aportar fecha- la acumulación jurídica de penas, sin que haber obtenido respuesta alguna.
Pide que se ordene al Juzgado accionado que resuelva en el menor tiempo posible las peticiones elevadas.

3.- CONTRADICTORIO
Esta Corporación corrió traslado de la acción constitucional al juzgado accionado, y dispuso vincular a su apoderada y al agente del Ministerio Público, quienes indicaron lo siguiente:

- La Dra. PAULA ANDREA HERNÁNDEZ OTÁLVARO, Defensora Pública del sentenciado, señala que realizó las peticiones a las que hizo alusión el actor, sin que a la fecha el juzgado se hubiere pronunciado al respecto, frente a lo cual su defendido siempre ha manifestado su descontento, máxime que según aduce el actor a otros compañeros en ocho días les han resuelto sus reclamos.
- El Procurador 290 Judicial I Penal, pide se descarte cualquier vulneración a derechos fundamentales, en tanto nos hallamos ante un trámite estrictamente judicial y no administrativo, por lo cual no es el derecho de petición el que podría resultar afectado sino el de acceso a la administración de justicia.  Si bien el trámite al que se hace alusión es posterior a la ejecutoria de la sentencia, por remisión debe aplicarse la Ley 600/2000 donde se indica que los jueces tienen 10 días para dictar las providencias interlocutorias, plazo que se reduce a 3 cuando es relativo a la libertad de las personas, y no obstante que al parecer dicho término se encuentra vencido, ello no es automático pues debe considerarse la alta carga laboral.  Estima que si de las pruebas arrimadas se acredita justificada la dilación, no procedería el amparo, pero de lo contrario, sí debe ampararse el derecho de acceso a la administración de justicia, para que resuelva lo pertinente, sin importar en qué sentido profiera la decisión.

- El Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, informa que por auto de abril 10 de 2018 se resolvió de manera favorable lo pedido por el señor JONATAN ANDRÉS PRADA, concediéndole por favorabilidad un descuento del 40% de la pena, por lo cual la misma quedó en 43 meses, 6 días de prisión y por ende se le concedió la prisión domiciliaria, previa caución de $200.000; igualmente se requirió a la cárcel que envíen la documentación respectiva para determinar la procedencia de la libertad condicional.  Pide en consecuencia se declare la carencia actual del objeto por hecho superado.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.
5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el este evento violación a los derechos fundamentales del actor; en caso afirmativo, cuál es la actuación que debe realizar la entidad involucrada, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

La tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso, el señor JONATAN ANDRÉS PRADA ROSERO concurre ante el juez constitucional, con el fin de lograr que por parte de la entidad accionada se responda a la peticiones que por parte de su abogada se les elevó y por medio las cuales pretendía que en aplicación de lo reglado en la Ley 1826/18 y por favorabilidad le fuera redosificada la pena impuesta, se le concediera la prisión domiciliaria y finalmente se efectuara el estudio de la acumulación jurídica de penas, sobre lo cual ninguna información se le había brindado.

Si bien es cierto, la tutela presentada por el actor está encaminada a la protección del derecho fundamental de petición, ya que las solicitudes que realizó por intermedio de su apoderada no han sido objeto de decisión, debe indicarse, como con acierto lo expresó el señor Agente del Ministerio Público, que en este asunto no se puede hablar de vulneración de tal garantía, ya que no estamos frente a situaciones de índole administrativas sino de carácter judicial y por ende de evidenciarse quebrantamiento alguno, sería del derecho de acceso a la administración de justicia.

Sobre el particular la jurisprudencia constitucional ha señalado:

“Ahora bien, en lo que respecta al derecho de petición ante las autoridades judiciales, la Corte ha precisado
 sus alcances al manifestar que si bien es cierto que el derecho de petición puede ejercerse ante los jueces y en consecuencia éstos se encuentran en la obligación de tramitar y responder las solicitudes que se les presenten, también lo es que “el juez o magistrado que conduce un proceso judicial está sometido -como también las partes y los intervinientes- a las reglas del mismo, fijadas por la ley, lo que significa que las disposiciones legales contempladas para las actuaciones administrativas no son necesariamente las mismas que debe observar el juez cuando le son presentadas peticiones relativas a puntos que habrán de ser resueltos en su oportunidad procesal y con arreglo a las normas propias de cada juicio (artículo 29 C.P.).”

En este sentido, la Corte señaló que debe hacerse una distinción entre los actos de carácter jurisdiccional y los administrativos, para lo que expresó: “debe distinguirse con claridad entre aquellos actos de carácter estrictamente judicial y los administrativos que pueda tener a su cargo el juez. Respecto de estos últimos son aplicables las normas que rigen la actividad de la administración pública, es decir, en la materia bajo análisis, las establecidas en el Código Contencioso Administrativo (Decreto 01 de 1984).”

En ese orden de ideas, la Corporación ha establecido que el trámite de las peticiones ante las autoridades judiciales son de dos tipos, las de asuntos administrativos cuyo trámite debe darse en los términos del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución y el Código Contencioso Administrativo, dentro de las cuales se pueden mencionar la solicitud de copias; y las de carácter judicial o jurisdiccional, que deben tramitarse de conformidad con los procedimientos propios de cada juicio, por lo que la omisión del funcionario judicial en resolver las peticiones formuladas en relación con los asuntos administrativos constituirán una vulneración al derecho de petición, en tanto que la omisión de atender las solicitudes propias de la actividad jurisdiccional, configuran una violación del debido proceso
 y del derecho al acceso de la administración de justicia,
 en la medida en que dicha conducta, al desconocer los términos de ley sin motivo probado y razonable, implica una dilación injustificada
 dentro del proceso judicial, la cual está proscrita por el ordenamiento constitucional (C.P., Arts. 29 y 229).” 

En el presente caso, se aprecia que si bien es cierto, el actor por intermedio de su apoderada elevó dos peticiones al juzgado encargado de la vigilancia de su pena en el mes de febrero de 2018, las cuales a la fecha de interposición de la acción de tutela - abril 4 de 2018- no se le había comunicado lo pertinente, debe decir la Sala que ello, en principio seguramente ocurrió a raíz de la alta congestión que actualmente padecen los Juzgados de Ejecución de Penas de esta ciudad, lo cual es un hecho notorio, por quienes integramos la Rama Judicial de esta parte del país, más concretamente en la jurisdicción penal.

Así mismo, por cuanto al menos uno de los temas que fue objeto de solicitud por parte del accionante, esto es, la redosificación de la pena por favorabilidad, en aplicación de la Ley 1826/18 es novísimo y por ende requería el funcionario judicial tener un tiempo prudencial para analizar la situación y determinar si en efecto procedía o no tal pedimento.

No obstante esa presunta demora en la resolución de algunas de las solicitudes reclamadas por el señor JONATAN ANDRÉS PRADA, lo que a la hora de ahora se sabe es que el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas ya atendió mediante auto de abril 10 de 2018 tal petición de redosificación, la cual concedió, a la vez que le otorgó la prisión domiciliaria, con lo cual se entiende como superadas las circunstancias que conllevaron al interno a acudir a la vía constitucional.

Surge de lo anterior, que al haberse procedido por parte del juzgado accionado a resolver las peticiones elevadas por el actor, mismas que incluso consultaron sus intereses -con la salvedad de la solicitud de acumulación jurídica-. ello conlleva a predicar que no existe el objeto o los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a este asunto, al haberse configurado la carencia actual del objeto por hecho superado, como así lo tiene sentado la jurisprudencia constitucional
.
Ahora bien, pese a que el juzgado no se ha pronunciado con ocasión de la acumulación jurídica de penas, ello obedece a que la petición fue radicada por la apoderada del señor PRADA  ROSERO en marzo 28 de 2018 ante el Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas, habiéndose entregado la misma solo el día 12 de abril al Juzgado Segundo, como así lo informó a esta Corporación la Asistente Jurídica de esa célula judicial
, lo que implica que hasta la fecha no es posible que el Juzgado haya proferido decisión en tal sentido, máxime que debe solicitar a su homólogo del Juzgado Cuarto el proceso del señor JONATAN ANDRÉS PRADA para determinar si en efecto se cumplen las exigencias para proceder a la acumulación.

No obstante, se hace un llamado de atención especial a la Secretaría del Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas de esta ciudad, para que con mayor diligencia y prontitud procedan a hacer entrega a cada uno de los juzgados de las diversas peticiones que les sean enviadas, para que estos a su vez tengan la oportunidad de realizar las actividades que les son propias y procedan en consecuencia a adoptar las respectivas decisiones.

En conclusión, como quiera que el juzgado accionado ya atendió las solicitudes elevadas por quien representa los intereses del señor JONATAN ANDRÉS PRADA ROSERO, se negará la protección exigida por tratarse de un hecho superado.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA la protección del derecho de acceso a la administración de justicia reclamado por el señor JONATAN ANDRÉS PRADA ROSERO al presentarse la carencia actual del objeto por hecho superado.
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala 

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia T-334 de 1995.


� Idem. 


� Idem.


� Sentencias T-377 de 2000; T-178 de 2000; T-007 de 1999, T-604 de 1995.


� Sentencia T-006 de 1992; T-173 de 1993; C-416 de 1994 y T-268 de 1996.


� Sentencia  T-368.


� Sentencia T-215A/11


� Véase entre otras, la sentencia T-330 de 2017.


� Ver folio 30.
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